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1.- VISTOS 

Se pronuncia el Tribunal, en relación con el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado ANDRÉS MAURICIO CORREA DÍAZ, a quien se le ha concedido “prisión domiciliaria”, contra el auto interlocutorio proferido el diez (10) de octubre del presente año por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual le negó el permiso para laborar por fuera de su morada.

2.- ANTECEDENTES

2.1.- El ciudadano ANDRÉS MAURICIO CORREA DÍAZ, descuenta pena de ochenta (80) meses de prisión que le fue impuesta por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira en providencia del dieciocho (18) de febrero de 2004, al encontrarlo autor responsable de las conductas punibles de peculado por apropiación y falsedad por ocultamiento en documento público, decisión que a su vez fue confirmada por esta Sala y quedó en firme luego de que fuera inadmitida la demanda de casación. 

2.2.- El juzgado ejecutor de la pena, mediante proveído del pasado quince (15) de septiembre, concedió la prisión domiciliaria al señor CORREA RUÍZ, al estimar luego de valorar la visita social familiar realizada por la Trabajadora Social adscrita a esos despachos, que se trataba de un padre cabeza de familia.

2.3.- El sentenciado allegó escrito en el cual pide que se le conceda permiso para laborar como conductor de la empresa CABLE UNIÓN DE OCCIDENTE S.A., en el horario de 8 a 12 m y de 2 a 8 p.m. de lunes a sábado, y de 2 a 8 p.m. cuando haya eventos en el Estadio de esta ciudad. Como sustento de su petición, el señor CORREA RUÍZ aduce que tiene la patria potestad de sus dos hijas menores, a quienes cuida su vecina, que como jefe de hogar es el único aportante económicamente para su sustento y además, que desde el año 2004 tiene un contrato de trabajo con la mencionada empresa. 

3.- PROVIDENCIA
Previa advertencia de haber sido proferida la decisión que concedió al sentenciado la prisión domiciliaria por quien fungió como juez encargado, el titular del despacho señala que aunque respeta los argumentos allí esbozados, no los comparte. Para ello señala que los delitos por los cuales fue condenado el señor ANDRÉS MAURICIO, denotan un grave atentado contra la Administración Pública debido al apoderamiento de la cuantiosa suma conocida dentro del proceso, que afectó bienes del Estado y, por tanto, el juicio sobre el desempeño personal y social de alguien dedicado a esta clase de comportamientos no debió ser positivo, en tanto solamente estaba motivado por el pingüe beneficio económico que le pudiera reportar la práctica criminal, sin que se piense en el grave perjuicio ocasionado para las familias, el conglomerado social y el Estado.

Señaló el señor juez, que al haberse concedido la prisión domiciliaria se desconocieron los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia en cuanto en ese análisis debían tenerse en cuenta las características personales, familiares, personales, laborales y sociales de condenado, de cara a la prisión domiciliaria, teniendo en cuenta las funciones de la pena, unificadas en la prevención general y especial, las cuales se complementan mutuamente al considerar que las normas penales sólo se justifican si protegen tanto la libertad individual como el orden social.

Estimó el funcionario, que era inconsistente que se mencionara por parte del interno el tener a su cargo la patria potestad de sus hijas menores quienes serán dejadas al cuidado de una vecina para poder entrar a laborar en el horario señalado, cuando según el informe del estudio socio-familiar practicado el grupo familiar del sentenciado se caracterizaba por la colaboración y apoyo entre ellos, en especial con los menores, lo que no permitía estructurar una deficiencia de ayuda sustancial.

En lo que hacía con la petición hecha por el interno, destacó que no se le podía quitar el carácter que tiene el sustituto concedido, para que se utilizara como un medio de burlar la justicia, pues no tendría sentido el conceder la prisión domiciliaria para después autorizar el abandono del lugar de residencia so pretexto de que el penado se dedique a trabajar, porque para eso bastaba con no hacer efectiva la orden emanada en la sentencia.

Si se concedió la prisión domiciliaria para que atendiera a sus hijas, no existía razón para conceder el permiso de abandonar su lugar de reclusión con la disculpa de laborar en la empresa CABLE UNIÓN, lo que implicaría que también desatendiese el núcleo familiar que según el sentenciado lo requería permanentemente.

Por último, instó para que en caso de estarse frente a condiciones que afectaban la estabilidad mental, salud, etc. de las menores, se informara a ese despacho para que a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar se preste la ayuda requerida o se asuma el cuidado de las menores.

Con fundamento en esos planteamientos, negó el permiso.  

4.- RECURSO

El sentenciado pide que se revoque la decisión adoptada, arguyendo que es la única persona que puede velar por sus hijas menores, en vista de la enfermedad mental que padece su esposa. En ese entendido, sostiene que debe proveer los recursos para pagar el arrendamiento, servicios públicos y el estudio de su hija mayor.

En cuanto a la situación de las niñas, aclara que no están en situación de abandono pues siempre ha estado atento a ellas. Es cierto que sus hijas no cuentan con una madre que esté a su lado, tampoco con una familia, sólo lo tienen a él que ha trabajado y les ha brindado el cuidado que han necesitado al hacer las veces de padre y madre.

Reitera que tiene la posibilidad de seguir trabajando en la empresa CABLE UNIÓN donde presta sus servicios desde hace cuatro años, razón por la cual necesita el permiso para trabajar.

Agrega que él no es la clase de persona a la que hizo alusión el juez en la decisión apelada, y aclara que sus hijas no cuentan con el apoyo de la familia materna dado que la abuela es una señora sola que vive en arriendo en una pieza y se sostiene arreglando apartamentos por días. Su hija acude a ella por ser la abuela, pero económicamente gana para el arriendo y la comida, preguntándose entonces cómo podría ayudar a sus hijas si permanece en la casa porque tiene que trabajar.

Por último, acota que no pide permiso para abandonar a sus hijos y por el contrario, quiere que estén bien, brindándoles el amor y la compañía que les ha dado desde que surgieron los problemas psiquiátricos de su madre, tratamiento que no podrá dispensarles Bienestar Familiar.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia para conocer en segunda instancia respecto del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con la facultad concedida a la Sala en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, Código de Procedimiento Penal que rige este trámite.

El asunto que concita la atención de la Sala en el presente asunto, está revestido de una inusitada complejidad, en tanto se evidencia un enfrentamiento entre dos situaciones particulares e importantes: la primera, la necesidad del cumplimiento efectivo de la pena impuesta a quien saqueó las arcas públicas al apropiarse indebidamente de los recursos que le fueron entregados cuando se desempeñaba como cajero en la empresa MULTISERVICIOS S.A., cuya cuantía superó los 90 millones de pesos en el año 2003; la segunda, la protección que se debe dispensar a las hijas menores del sentenciado, de quienes se dice, solamente cuentan con su padre para que les prodigue el cuidado necesario.

Encontramos dos posiciones judiciales divergentes, porque mientras el juez que se desempeñó temporalmente como vigilante de la pena impuesta, estimó que era procedente conceder la prisión domiciliaria como sustituta de la prisión -sic- por tratarse de un padre cabeza de familia, en aras de proteger los intereses de las menores, el titular del juzgado opina que no se puede predicar tal calidad y, por consiguiente, a la hora de ahora no se puede acceder al pedimento hecho para permitir que el sentenciado salga permanentemente de su residencia a laborar.

De conformidad con la normatividad que rige la materia, luego de la implementación del procedimiento penal fundado en el principio acusatorio, cuando se presenten las especiales situaciones aludidas en el artículo 314 de esa obra, es decir, superarse los 65 años de edad, faltarle 2 meses o menos a la gestante para el alumbramiento ó hasta 6 meses después, la grave enfermedad o la condición de padre o madre cabeza de familia, evento éste último en que se contemplan los permisos para trabajar; el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad según la facultad concedida en el nomenclado 461, podrá ordenar al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario la sustitución de la ejecución de la pena.

Como se puede apreciar, no es apropiado decir que se ha concedido la “prisión domiciliaria” en estos eventos, figura diferente, reglada específicamente por el artículo 38 del Código Penal, y que entre otras cosas al sentenciado le fue negada tanto en la sentencia anticipada de primera instancia como en la de segunda, cuando esta Corporación conoció del recurso de apelación interpuesto por la defensa precisamente buscando su concesión. Y no se pueden confundir las figuras, porque su ámbito de aplicación es bien distinto, en tanto la prisión domiciliaria se prolonga en el tiempo hasta el efectivo cumplimiento de la pena -a menos que se presente un incumplimiento-, mientras la sustitución de la ejecución de la pena tiene un ámbito de aplicación temporal dado que está condicionada a la subsistencia de las circunstancias que dieron origen a su concesión: la enfermedad grave, la aproximación al alumbramiento, y la calidad de madre o padre cabeza de familia. Bajo ese entendido, una vez cesen esas particulares situaciones debe retornar el sentenciado a la prisión intramural en el centro de reclusión pertinente.

Con ese obligado referente conceptual, debe decir el Tribunal que en el presente evento no se ha obrado con el celo que requiere el adoptar una decisión de esta naturaleza, en tanto se le está concediendo la reclusión domiciliaria a quien se le condenó por una conducta verdaderamente grave, precisamente por la apropiación de una gran cantidad de dinero que las personas entregaron con el convencimiento que iría a parar a su legítimo destinatario: las empresas de servicios públicos que operan en la ciudad. 

Así lo decimos, porque a pesar de respetarse la determinación adoptada el pasado quince (15) de septiembre por quien fungió temporalmente como Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no puede dejar de anotarse que el señor juez que ejercía su función para aquél momento, pasó por alto que la condición de incapacidad para hacerse cargo de sus hijos, según lo certificó el médico legista el ocho (08) de agosto de esta anualidad, no era absoluta y que por el contrario, el profesional de la medicina que examinó a la señora SANDRA PATRICIA DUQUE HENAO -madre de las niñas- conceptuó que era una dolencia temporal y condicionada en cuanto “luego de un tratamiento médico preciso, es muy probable que vuelva a retomar la autonomía; facilitándole el funcionamiento social, inclusive, el apropiado cuidado de sus hijas.”
 Por consiguiente, hubiera sido altamente recomendable establecer cuál había sido el propio compromiso de la afectada en buscar el tratamiento médico pertinente y la evolución que tuviera para el momento en que se adoptó la decisión, elemento fundamental para determinar la verdadera situación de sus hijas menores.

Peor aún, una herramienta de diagnóstico tan trascendente para la correcta definición de un asunto de tanta envergadura, como lo es la visita socio- familiar, se practicó de manera simple, sin profundización alguna sobre los aspectos que eran imprescindibles. La Trabajadora social que lo practicó, se ciñó al plano y calcado formato
 que invariablemente usa en todas sus entrevistas, quizá olvidando que la información que ella recopila es elemento fundamental para la determinación que se le solicita al juez. En esa dirección, era necesario que se visitara también el hogar donde se dice permanece la madre de las menores, que se estableciera cuáles eran realmente las relaciones de los grupos familiares del sentenciado y de su esposa con la niñas, en aras de determinar la veracidad de la afirmación sobre la situación de desprotección en que ellas se encontrarían con el potencial internamiento carcelario del sentenciado. 

Infortunadamente, ello no se hizo así y con razón se duele el actual titular del despacho sobre la incoherencia de lo allí plasmado cuando la referida profesional consigna en su informe que “es un grupo familiar que se caracteriza por la colaboración y apoyo entre ellos, en especial con los menores”
 frente a lo afirmado por el solicitante en torno de ser imprescindible su presencia para prodigar la atención y cuidado que ellas necesitan. 

Nótese entonces, que contrario a lo que era su deber, en el formato aludido se dejó constancia de haberse entrevistado solamente al sentenciado y a una amiga de nombre CLARA ISABEL MORALES, sin siquiera explicar la razón de la presencia de la susodicha señora o detenerse a examinar el potencial conocimiento que pudiera tener de la situación que se estaba verificando.

A propósito, debe también decirse que el examen de la situación fáctica que debe hacer el juez de cara a la alegada condición de padre cabeza de familia, debe efectuarse ajustado a la forma como actualmente aparece redactado el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, con las modificaciones introducidas recientemente por la ley 1232 publicada en el Diario Oficial No. 47.053 del diecisiete (17) de julio de 2008, en la que se estableció:

Artículo 1. El artículo 2° de la Ley 82 de 1993 quedará así:

Artículo 2°. Jefatura femenina de hogar. Para los efectos de la presente ley, la Jefatura Femenina de Hogar, es una categoría social de los hogares, derivada de los cambios sociodemográficos, económicos, culturales y de las relaciones de género que se han producido en la estructura familiar, en las subjetividades, representaciones e identidades de las mujeres que redefinen su posición y condición en los procesos de reproducción y producción social, que es objeto de políticas públicas en las que participan instituciones estatales, privadas y sectores de la sociedad civil.

En concordancia con lo anterior, es Mujer Cabeza de Familia, quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.

En esas condiciones, por lo menos en lo que al Tribunal concierne, se observa que ahora cuando han transcurrido más de tres meses desde el momento del examen practicado por el médico legista a la madre de las menores, no se sabe a ciencia cierta cuál es su condición luego de aplicarse el tratamiento que en opinión del galeno se debía seguir, mucho menos se tiene claridad sobre la real situación de desprotección en la que puedan estar las menores en relación con la potencial ayuda que le puedan prestar sus familiares, como para asegurar que se justifica el que su padre abandone el provisional recinto en el que descuenta la pena, para ejercer actividades laborales.

Tales elementos deben ser imperativamente definidos ante el riesgo de estarse concediendo un beneficio al que en verdad no tenga derecho el sentenciado, en especial debido a que como con acierto lo menciona el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad y pese a las explicaciones vertidas por el sentenciado al sustentar el recurso, todavía persisten dudas sobre la pretendida calidad de padre cabeza de familia que pueda ostentar CORREA RUÍZ. En esas condiciones, no puede entrar a disfrutar de un beneficio adicional que por demás representa dejar prácticamente inane la medida de internamiento que se le impuso por parte de los jueces de instancia.

En esos términos se impone la confirmación del proveído impugnado.   

6.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con las aclaraciones hechas en el cuerpo motivo de esta providencia. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Cfr. fl. 116.


� Cfr. fl. 85.


� Ibídem
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